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Expediente 13/20 

Materia: Validez de la inscripción en un Registro Provincial en el 

procedimiento abierto simplificado. 

ANTECEDENTES 

La Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de Fuente-Tójar ha dirigido 

consulta a esta Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado con el 

siguiente tenor: 

“En cuanto a la necesidad de inscripción en el Registro Oficial de Licitadores 

que establece el artículo 159.4 de la LCSP para los procedimientos abreviados, 

necesito saber si se podría admitir como válida la inscripción de una empresa 

en un Registro de Licitadores de una Diputación Provincial en cuanto a proponer 

a dicha empresa como adjudicataria.” 

CONSIDERACIONES JURIDICAS. 

1. La Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de Fuente-Tójar nos consulta 

acerca de la validez de la inscripción de una empresa en un Registro de 

Licitadores de una Diputación Provincial a los efectos de proponer a dicha 

empresa como adjudicataria en el seno del procedimiento abierto simplificado 

previsto en el artículo 159 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 

del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español 

las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP). 
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2. El artículo 159 de la LCSP regula un procedimiento simplificado de 

licitación para contratos que cumplan determinados requisitos, exigiendo en 

su apartado 4, letra a) que “Todos los licitadores que se presenten a licitaciones 

realizadas a través de este procedimiento simplificado deberán estar inscritos 

en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público, 

o cuando proceda de conformidad con lo establecido en el apartado 2 del 

artículo 96 en el Registro Oficial de la correspondiente Comunidad Autónoma, 

en la fecha final de presentación de ofertas siempre que no se vea limitada la 

concurrencia.” 

Del literal del precepto se deduce que la exigencia a los licitadores de un 

procedimiento abierto simplificado de estar inscritos en los Registros Oficiales 

de Licitadores y Empresas Clasificadas se predica respecto de los Registros 

previstos en la LCSP en sus artículos 337 y siguientes, es decir exclusivamente 

del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público, 

o cuando proceda de conformidad con lo establecido en el apartado 2 del 

artículo 96, del Registro Oficial de la correspondiente Comunidad Autónoma. 

No procede, por tanto, acudir a estos efectos a otros posibles Registros de 

Licitadores, como lo que pudieran crear las Diputaciones Provinciales. 

Debe recordarse a este respecto que la posibilidad de que los órganos de 

contratación crearan sus propios Registros de Licitadores, reconocida por el 

artículo 71 de la Ley 53/2002, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 

Orden Social, fue eliminada con la implantación del Registro Oficial de 

Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado (ROLECE) y los de las CCAA a 

partir de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público. 
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Finalmente, respecto a la exigibilidad de la inscripción en el ROLECE ha de 

tenerse en cuenta la Recomendación de esta Junta Consultiva de 

Contratación Pública del Estado de 24 de septiembre de 2018, no habiendo 

variado desde entonces las circunstancias que motivan en la misma la 

conclusión de que no cabe entender que el requisito de la inscripción sea 

exigible. 

En mérito a las anteriores consideraciones jurídicas la Junta Consultiva de 

Contratación Pública del Estado alcanza las siguientes 

CONCLUSIONES. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 159.4 de la LCSP para los 

procedimientos abiertos simplificados no cabe admitir como válida la 

inscripción de una empresa en un Registro de Licitadores de una Diputación 

Provincial para proponer a dicha empresa como adjudicataria en un 

procedimiento de licitación. 
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